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AL SEÑOR PROCURADOR DEL TESORO DE LA NACIÓN, Dr. Sebastián
Amerio
S                                                                /
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Me dirijo al Sr. Procurador en virtud de lo dispuesto por el art. 8 y 10 de
la Ley 25.344, en autos “SAN JUAN, PROVINCIA DE c/ GOBIERNO DE LA
CIUDAD DE BUENOS AIRES Y OTRO s/COBRO DE PESOS - REPETICION"
Expte. N° 3047/2025  a fin de remitirle copia de la demanda iniciada con
su documental ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación por la
Provincia de San Juan contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires, citando como tercero al Estado Nacional, Ministerio de
Salud.

Sin otro particular, lo saludo con atenta consideración.
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Corte Suprema de Justicia de la Nación

SAN JUAN, PROVINCIA DE c/ GOBIERNO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES Y
OTRO s/COBRO DE PESOS - REPETICION - /3047 2025

IMV

Buenos Aires,

Se agrega el escrito presentado por la

Provincia de San Juan, “INICIA DEMANDA. REPETICION.

COBRO DE SUMAS. CITA A TERCERO”, y se lo provee:

Tiénese a los peticionarios por presentados en

el carácter invocado, en mérito a la documentación

adjunta; por constituidos los domicilios procesal y

electrónico  indicados.s

En atención a lo dispuesto en los artículos 8

y 10 de la ley 25.344 y punto 2) de la acordada 34/2000

de esta Corte, remítase por oficio a la Procuración del

Tesoro de la Nación copia de la demanda y de la prueba

documental acompañada. A los fines de su confección,

hágase saber a la interesada que deberá ingresar el

proyecto de oficio al Sistema Informático LEX100.

Cumplido el diligenciamiento del oficio a

la Procuración del Tesoro, pasen las actuaciones a la

Procuración General de la Nación.



 

INICIA DEMANDA. REPETICIÓN. COBRO DE SUMAS. CITA A TERCERO.  

 

Excma. CSJN: 

 

 FEDERICO OSCAR DANERI, Abogado, CPACF Tomo 91, Folio 980, denunciado 

domicilio procesal en Sarmiento 1251, constituyendo electrónico en 20-27685467-5, y 

NATALIA YAPUR MARZO, CPACF Tomo 99, Folio 141, constituyendo domicilio 

electrónico en 290035864 (nyapur@gmail.com), en representación de la Provincia de 

San Juan (CUIT 30-99901516-2), se presentan ante V.E. y respetuosamente dicen: 

 

I.- OBJETO.  

 Venimos por la presente a iniciar demanda de Repetición-Cobro de Sumas de 

dinero enmarcada en el artículo 1798 siguientes y concordantes del Código Civil y 

Comercial, contra la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y así también contra 

FACOEP S.E. Facturación y Cobranzas de Efectores Públicos S.E., por la suma de  

pesos novecientos treinta y seis mil setecientos treinta y cinco ($936.735), más 

intereses hasta su efectivo pago, así como costos devengados por la tramitación 

de la presente, ello fundado en las consideraciones de hecho y derecho que a 

continuación exponemos. 

 

II.- CITA A TERCERO. 

 Por la presente solicitamos también, tenga a bien V.E. ordenar la cita de tercero 

del Estado Nacional, ello en el marco de los Artículos CPCCN 94 y concordantes, en 



atención a verse comprometido el Ministerio de Salud de la Nación en razón de lo que 

se expondrá a continuación, y en atención a que la controversia que aquí se ventila no 

puede dictarse sin extender efectos y ámbito de defensa y expresión al Estado Nacional, 

en particular el Ministerio de Salud a fin de que el mismo decida tomar intervención ya 

sea desde el Programa Incluir Salud o quien disponga, y en tal marco es que 

introducimos la Citación de Tercero enmarcado en el artículo 94 del CPCCN, a fin de 

que tome participación según V.E. estime corresponder y tenga a bien aportar las 

defensas y expresiones oportundas.  

 

II.A.- CONDICIÓN DE PARTE DE “UGP SAN JUAN – INCLUIR SALUD. 

 En particular, solicitamos que se de participación a oponer defensas y estar a 

derecho al Programa Incluir Salud, dependiente del Ministerio de Salud de la Nación -

apartado II- ello en razón de que la Unidad de Gestión Provincial de San Juan no cuenta 

con personería jurídica, pero siendo de indispensable condición de partícipe la 

asistencia y las manifestaciones que aportará el Programa ello en atención a que las 

cuentas de nuestra representada se vieron embargadas por divergencias que se 

expondrán a continuación, en el marco de la relación entre el Gobierno de la Ciudad de 

Buenos Aires y en concreto de la participación de FACOEP S.E., para el cobro 

compulsivo mediante ejecución a la UGP de dicho programa, con sede en San Juan, 

por saldos que se consideraron acreencias de la Ciudad de Buenos Aires, siendo esta 

la controversia que en primer lugar generó una ejecución fiscal, y aquí solicitamos que 

someta a revisión V.E. mediante la presente acción de Repetición.  

 

III.- HECHOS. 

 Fundan la pretensión y el objeto ya expuesto los siguientes constancias de 

hecho, cuya certeza se prueba mediante documental, informativa y remisión de 



actuados que se ofrece en relación a lo siguiente: Ante el Juzgado de 1° Instancia en lo 

Contencioso Administrativo y Tributario N° 2, Secretaría N° 4 de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, tramitó la demanda caratulada “GCBA CONTRA PROGRAMA FEDERAL 

DE SALUD INCLUIR SALUD SAN JUAN”. (EXP 57235/2022), iniciado contra el 

PROGRAMA FEDERAL DE SALUD INCLUIR SALUD de la Provincia de San Juan 

(ahora citada y partícipe de autos). 

 En dicha Ejecución, iniciada el 25 de abril de 2022 por el Gobierno de la Ciudad 

de Buenos Aires, en base a certificados emitidos por FACOEP S.E., se llevó a cabo la 

intimación-traslado de la demanda-plazo para excepciones notificada en fecha 26-07-

2022 en el domicilio Agustín Gnecco 360, San Juan, a destinataria Programa Federal 

Incluir Salud– San Juan, otorgando un plazo de 11 días (ampliados en razón de 

distancia) siendo la cédula Ley recibida en dicho domicilio. 

 Posteriormente, el 23-8-2022 la actora solicita se dicte sentencia y se declare 

rebelde la demandada. El 26-8-2022 se dicta sentencia en los autos referidos, haciendo 

lugar a la pretensión. El 03-11-2022 la actora practica liquidación, la que es aprobada 

en fecha 05/11/2022. En fecha 22-12-2022 se ordena embargo ejecutorio, librándose en 

fecha 27-12-2022 oficio instrumentando el embargo. 

En fecha 23-02-2023 el Banco San Juan S.A. informa que ha dado trámite al 

Embargo Ejecutorio y ha transferido al Banco Ciudad Sucursal Tribunales las suma de 

$728.735,87, siendo la cuenta embargada de titularidad de Unidad de Gestión Provincial 

Profe (UGP). El 10-7-2023 se dicta sentencia de ejecución ordenando transferencia a 

las cuentas del Gobierno de la Ciudad de Bs.As. y por un monto de $560.566,05, luego 

el 18-08-2023 se regulan honorarios al apoderado de la actora por la suma de $ 160.000, 

dando por resultado que el 12-09-2023 se ordena embargo por suma de $560.566 más 

30% por intereses y costos, y finalmente en fecha 21-09-2023 se rectifica y ordena 

nuevo embargo por la suma de honorarios $160.000 más 30%, de lo que resulta que el 

26-09-2023 el Banco San Juan informa que recibe oficio de Embargo, toma nota de la 



medida y transfiere lo correspondiente a honorarios ($208.000), para luego V.S. 

actuante en fecha 04-10-2023 dicta sentencia de ejecución de honorarios y 

transferencia. 

Hasta allí, lo narrado ante V.E. consiste en pasos y constancias judiciales que 

pueden ser constatadas de la causa que será solicitada ad-efectum videndi y que en sí 

mismo constituye el actuar común y el despliegue procesal-jurisdiccional propio de la 

competencia ya aludida.  

La cuestión traída ante V.E. es la inconsistencia del actuar por parte de la 

certificadora de acreencias FACOEP S.E. y el impulso del Gobierno de la Ciudad de 

Buenos Aires de la ejecución referida y detallada, puesto que todo el marco de relación 

en que se basa FACOEP S.E. para determinar una acreencia en favor y por consiguiente 

emitir un certificado de deuda, carece de sustento ello en base a lo siguiente: la Unidad 

de Gestión Provincial dispuesta por la Provincia de San Juan carecía -y carece- de 

personería jurídica en tanto la misma es -como reza su denominación- una UNIDAD DE 

GESTIÓN enmarcada en un PROGRAMA del ESTADO NACIONAL, en particular 

enmarcado en el Ministerio de Salud como es el Programa Incluir Salud, que se 

despliega y concreta en todo el territorio de las Provincias que ADHIEREN al 

CONVENIO MARCO del Programa. 

Este CONVENIO, y sus posteriores adendas y complementariedades, es el 

marco en el cual se despliega el accionar y la realidad del Programa Incluir Salud  en 

cuyo marco, dado y FINANCIADO por el Estado Nacional, las provincias disponen y 

constituyen UNIDADES de GESTIÓN para que lleven a cabo el programa en sus 

territorios.  

Este CONVENIO también fue suscripto por la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires, y es en base a esta condición de suscriptora y parte de tal marco normativo que 

se inicia la presente acción, puesto que es un hecho que aquí afirmo ante V.E. que la 



Ciudad Autónoma de Buenos Aires no pudo hallarse bajo interpretación alguna en 

condiciones de Legitimación Activa para llevar a cabo la ejecución cuyo trámite, por 

carecer la UGP de personería jurídica, recayó finalmente sobre las cuentas que esta 

Unidad de Gestión Provincial, sostenida en su presupuesto burocrático mas no en el 

contenido de su accionar y ejecución del Programa Incluir Salud, carecía de personería 

jurídica, recayendo así la traba de embargo y ejecución en concreto sobre el patrimonio 

de la Provincia de San Juan, hecho este de ninguna licitud ni justeza, siendo este hecho 

el que se pretende recomponer como objeto en la presente acción.  

 

IV.- LA REPETICIÓN DEL PAGO. FUNDAMENTO. MARCO NORMATIVO. 

 Tal como se menciona en el acápite anterior, las partes aquí Actora -Provincia de 

San Juan- y la demandada principal -Ciudad Autónoma de Buenos Aires- suscribieron 

el acuerdo Convenio Marco aprobado por la Resolución ANDIS 218/18 y suscripto a la 

sazón por la totalidad de los Gobiernos Provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires junto con el Estado Nacional. 

 Mediante el dictado de la Resolución del MINISTERIO DE SALUD N° 1862/11 se 

aprobaron los lineamientos y la normativa regulatoria del funcionamiento del 

PROGRAMA INCLUIR SALUD, con el único objetivo de gestionar y transferir recursos 

financieros para la asistencia médica de los beneficiarios de pensiones no contributivas 

otorgadas y a otorgarse por la entonces COMISIÓN NACIONAL DE PRESTACIONES 

ASISTENCIALES. 

 Nótese desde ya que el Programa y su contenido y naturaleza no guardan 

relación alguna con el régimen de una OBRA SOCIAL ni puede considerarse análogo 

en su forma jurídica ni de gestión administrativa ni financiera.  

 La Resolución citada, en el artículo 2° establece que “El PROGRAMA INCLUIR 

SALUD asegurara, en un marco de equidad y basado en el esquema de 



descentralización de gestión, la asistencia médica a los beneficiarios de pensiones no 

contributivas, a través de los gobiernos de las jurisdicciones donde estos residen. A tal 

efecto, el MINISTERIO DE SALUD transferirá a las jurisdicciones provinciales y al 

Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, recursos financieros para la atención 

médica de los afiliados al citado Programa”. 

 Asimismo, la Agencia Nacional de Discapacidad emitió el 11 de Mayo de 2022 la 

Resolución: RESOL -2022-671-APN-DGD#AND, en la cual se establecen los alcances 

del Programa Incluir Salud, el cual NO resulta ser una obra social en los términos de las 

Leyes N° 23.660 y N° 23661, entendiéndose el mismo como un sistema de 

aseguramiento público del acceso a los servicios de salud, de los beneficiarios de 

pensiones no contributivas. 

 A riesgo de ser reiterativos, señalamos nuevamente este presupuesto: El 

Programa no reviste carácter de obra social, ni seguro médico en los términos de las 

leyes N° 23.660 y N° 23661, entendiéndose el Programa como un sistema de 

aseguramiento público del acceso a los servicios de salud, de los beneficiarios de 

pensiones no contributivas y en función de los diversos mecanismos de financiamiento 

establecidos a tal efecto en el Convenio Marco y el Compromiso de Trabajo Periódico, 

oportunamente suscriptos por la Agencia Nacional de Discapacidad y las Jurisdicciones 

Provinciales incluida la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

En efecto, reiteramos, el Programa Federal Incluir Salud es un sistema de 

aseguramiento público del acceso a los servicios de salud, de los beneficiarios de 

Pensiones No Contributivas (PNC), a través de los gobiernos de las respectivas 

jurisdicciones donde estos residen, y se ejecuta en cada provincia mediante un convenio 

entre la Agencia Nacional de Discapacidad y los gobiernos locales, siendo el caso de la 

actora mediante un convenio particular con el Ministerio de Salud de la Provincia de San 

Juan.  



Huelga señalar entonces que la Provincia de San Juan se adhirió al Programa, 

conforme las normas, procedimientos y regulaciones que se desarrollan en el Convenio 

Marco, Reglamento Operativo y Compromiso de Trabajo Periódico, resultando la 

primera responsable de la gestión, auditoría y control de las prestaciones médicas a los 

beneficiarios del Programa residentes en el ámbito territorial de la Provincia de San 

Juan. 

Hechas las precisiones anteriores, cabe ahora señalar entonces que a nivel 

nacional, la Agencia Nacional de Discapacidad fue y es la encargada de transferir una 

capita básica por beneficiario a cada jurisdicción, la cual tiene por objeto garantizar que 

todas las personas titulares de dichas pensiones, puedan acceder a un servicio de salud, 

efectivo, oportuno y de calidad, siendo la asistencia médica prestada prioritariamente 

por los efectores del subsistema público de salud, siendo subsidiaria y excepcional la 

prestación por los efectores privados. 

Es de notar en el marco descripto, el cual surge del Convenio y las preceptivas 

a las que adhieren los suscriptores del programa, que el orden de asistencia es en primer 

lugar el sistema Público y luego y en condición subsidiaria prestaciones privadas, 

resultando todo ello de estrecha relevancia ya que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

demanda y ejecuta una cuenta de la Provincia de San Juan, por la sola condición de 

que la titularidad es de la UGP de aquella jurisdicción, siendo todo ello el resultado de 

una prestación de nosocomios y prestadoras del sistema Público de la Ciudad de 

Buenos Aires.  

 Hechas las referencias, cabe señalar también que las prestaciones enmarcadas 

en el convenio, son implementadas a través de una Unidad de Gestión Provincial (UGP), 

que no es sujeto de derecho, que no puede ser demandado en los autos a los que se 

refiere la presente repetición, ya que carece de las condiciones elementales para ser 

una Persona Jurídica, y por tanto Sujeto de Derecho, y asimismo, de eventual 



Legitimación Pasiva en la demanda que se interpuso y derivó en un embargo y 

ejecución. 

 Y es que, en efecto, nunca antes el PROGRAMA FEDERAL DE 

SALUD  INCLUIR SALUD había sufrido un embargo y tampoco había pagado factura 

de FACOEP alguna, justificado ello en la cláusula primera, párrafo cuarto del 

Convenio Marco aprobado por la Resolución ANDIS IST,218/18 y suscripto por la 

totalidad de los Gobiernos Provinciales y Ciudad Autónoma que expresamente 

previó que: 

  "No habrá financiamiento de ninguna prestación originada en un prestador 

Público de salud Municipal, provincial o Nacional" toda vez que la atención a los 

beneficiarios del PROGRAMA INCLUIR SALUD es considerada como la de 

pacientes hospitalarios normales y en nada similar a la de pacientes que 

consultan o se ven asistidos por el sistema público contando con una obra social. 

 Reiteramos: el ejercicio y la naturaleza del Programa Incluir Salud NO guarda 

relación alguna con el de una Obra Social, y en este sentido corresponde entonces 

aclarar que ningún organismo de la Administración Pública podrá requerir el pago 

de un monto dinerario en concepto de coaseguro a los beneficiarios del Programa 

Federal de Salud “Incluir Salud” en virtud de lo establecido en la Cláusula 

Decimotercera del Convenio Marco aprobado por Resolución AND N° 218/18 y sus 

normas modificatorias y complementarias. 

 

IV.A.- NATURALEZA DE LOS FONDOS EMBARGADOS EJECUTADOS. EL OBJETO 

MATERIAL CONCRETO.  

 Dado el análisis descripto hasta aquí ante V.E., cabe ahora puntualizar que los 

fondos que fueron ejecutados de modo incorrecto, corresponden a sumas que tenían un 



destino específico y que se correspondía con el despliegue del programa durante el 

período del año 2023. 

 Si bien en los autos impulsados por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el 

objeto que se persigue y ejecuta versa sobre montos y facturas emitidas por el ente 

FACOEP en los años 2017 y 2020, y con una pretensión jurídica concreta de la especie 

del “reintegro” sobre una o varias atenciones médicas a beneficiarios del Programa 

Nacional y de la UGP San Juan, en rigor la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como 

suscriptora y parte del Convenio ya descripto y agregado en autos, se veía imposibilitada 

de dar impulso a tal acción, lo que origina el pedido en concreto de esta acción cuyo 

objeto es la REPETICIÓN en concepto de restitución de lo mal ejecutado más los 

intereses y costas desde aquel momento hasta el presente. 

 No se trata la presente acción de un mero argumento ni oposición al régimen 

que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires pueda darse a sí misma, en tanto su 

autonomía normativa así lo permite, y dentro  de la cual se ejerce a través de la Sociedad 

del Estado FACOEP S.E., la cobranza y los reintegros mediante Certificados de deuda, 

sino que la inhabilidad de título no es de condición formal sino sobre el sustrato fáctico 

dinerario crediticio y su origen, en particular, las facturas y gastos que la Ciudad de 

Buenos Aires supone cobrables asimilando ese tipo de gastos en nosocomios y 

prestadoras públicas de salud, a las que luego pueden demandarse de restitución en el 

régimen de Obras Sociales, siendo tal presupuesto totalmente ajeno y distante del que 

se dio entre la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Provincia de San Juan y la UGP 

radicada en su ámbito y la del programa Incluir Salud.  

 Concretamente, y a modo de colofón, existe y existía un compromiso al momento 

de iniciarse y promoverse hasta su conclusión la ejecución ya señalada, de parte de las 

Provincias y de la Ciudad de Buenos Aires, de no impulsar ejecuciones basadas en 

gastos y prestaciones que se vieran comprendidas en el programa al que todos adherían 

y formaban en condición de partes.  



 En este marco, y en base a las precisiones normativas y al alto criterio de V.E., 

es que se solicita la restitución referida más todo lo que corresponda en concepto de 

intereses costas y costos que han significado para esta parte, pues la detracción y la 

disminución de tales fondos implicó una erogación y un efectivo gasto de parte de la 

Provincia para solventar y suplir la ausencia de los fondos ejecutados.  

 

V.- TRATATIVAS EXTRAJUDICIALES:  

A los efectos de que el demandado restituya el importe indebidamente habido, 

originado en un error propio y evitar el inicio de la presente acción, esta parte se 

comunicó con FACOEP S.E. en su oficina de legales, quienes entendieron el 

fundamento de la petición, pero manifestaron que debíamos solicitarlo judicialmente, 

atento existir sentencia firme. 

En tal marco es que se lleva a cabo esta acción, amen de también haber 

intentado llevar a cabo una Mediación sin dar ningún resultado atento a la ausencia de 

las partes demandadas a dicha instancia.  

 

VI.- PRUEBA:  

En sustento de la pretensión aquí introducida y los hechos invocados, se ofrece 

la siguiente prueba ante V.E., a saber: 

1.- DOCUMENTAL: 

1) Resolución 2022-671-APN de fecha 11 de Mayo de 2022 emitida por la 

ANDIS;  

2)  Resolución N° 1404-MS-2024 por la que se ratifica la Adenda al Convenio 

Marco y al Compromiso de Trabajo vigentes, celebrados entre el Ministerio de Salud y 

la ANDIS.  



3)  Convenio Marco y del Compromiso de Trabajo vigentes. 

4) Acta de Mediación motivada por el reclamo que se traduce en la pretensión 

de la acción aquí incoada.  

5) Carta poder de la Provincia de San Juan en favor de los profesionales-

apoderados actuantes.  

 

2.-INFORMATIVA: 

Se libre oficio al JUZGADO DE 1RA INSTANCIA EN LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO Y TRIBUTARIO Nº 2 - SECRETARÍA N°4, a los fines de que remita 

la causa caratulada “GCBA CONTRA PROGRAMA FEDERAL DE SALUD INCLUIR 

SALUD SAN JUAN”. (EXP 57235/2022). 

 

3.- DOCUMENTAL EN PODER DE TERCEROS 

 Líbrese oficio o citese y requiérase a FACOEP S.E. el Expediente Electrónico N° 

EE-2022-4530839-GCABA-FACOEP en el que se originó el certificado de deuda que 

dio pie a la ejecución cuyo contenido y monto aquí se pretender por repetición.  

 

VII.- DERECHO:  

Fundamos la presente acción en los arts. 768, 771, 778, siguientes y 

concordantes del Código Civil, precedentes de aplicación, los convenios y actas 

suscriptas por las partes de autos y que ya fueron invocadas, así como antecedentes y 

doctrina que resulte de aplicación según el alto criterio de V.E. 

 

VIII.- COMPETENCIA. 



 La presente acción debe tramitar ante V.E. y en concreto ante la Secretaría de 

Juicios Originarios, en razón de la manda constitucional y la calidad de las partes, 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires en calidad de demandada y la Provincia de San Juan 

en calidad de actora, ello dado el criterio sentado desde la Carta Magna y aplicado en 

cualquier intervención jurisdiccional entre partes de tal naturaleza ya que ninguno de los 

Estados que conforman nuestro país, puede ni debe quedar sometido al poder de otra, 

y para tales supuestos es que se establece la denominada Competencia Originaria de 

la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en tanto órgano federal, que no queda 

orbitado ni sometido a ninguna jurisdicción local en particular siendo así el ámbito natural 

para la radicación de autos. 

En el sentido expuesto, el andamiaje jurídico y las disposiciones 

jurisdiccionales que se estructuran desde la Constitución Nacional, tienen dispuesto que 

son de Jurisdicción Originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación los conflictos 

interjurisdiccionales que eventualmente puedan tener a las Provincias por parte, de 

acuerdo con los Artículos 116 y 117 de la Carta Magna, y de la Ley 48 y las 

reglamentaciones que la complementan, así como los siguientes precedentes que cito 

a modo meramente ilustrativo como son GCBA c/ Estado Nacional argentino, Policía 

Federal s/ ej. fiscal -ABL”, EJF 207814/0, del 09/02/15; “GCBA c/ Estado nacional s/ ej. 

Fiscal -ABL”, EJF 1000192/0, del 09/11/15; “GCBA c/ Universidad de Buenos Aires s/ ej. 

fiscal”, expte. B6264- 2014/0, del 03/12/15; “Cianciaruso Adriana Cristina c/ GCBA y 

otros s/ cobro de pesos”, expte. C55644-2014/0, del 29/04/16; “GCBA c/ Estado Nac. 

Casino de Bs. As. s/ ej. fiscal”, expte. 29342/2014-0, del 29/12/2017; “GCBA c/ 

Administración de Infraestructuras Ferroviaria Sociedad del Estado s/ ej. fiscal”, expte. 

16387/2015-0, del 06/11/18, entre otras. 

 

IX.- PERSONERÍA. 



 Tal como se señala y se prueba mediante constancia documental, lo suscriptos 

cuentan con personería y poder suficiente otorgado mediante Carta Poder – Fiscalía de 

Estado de la Provincia de San Juan.   

 

X.- PETITORIO. 

Por todo lo expuesto se solicita: 

1.- Nos tenga por presentados, parte, por denunciado el domicilio real y 

constituido el domicilio legal.- 

2.- Se ordene la agregación de la prueba documental acompañada.- 

3.- Oportunamente se haga lugar a la demanda incoada, condenando al 

demandado al pago del capital reclamado con más intereses, costas y costos de la 

acción que se promueve.- 

Proveer de conformidad, 

Será Justicia. 
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